PAGE  
4

León, Guanajuato, a 11 once de abril del año 2011, dos mil once. . . . . . . . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 091/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana JUANA GABRIELA JACOBO TOVAR, en contra del Agente de Tránsito ROSARIO MEJÍA MEJÍA; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que la actora impugna el acta de infracción número T-4077274, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2011, dos mil once, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con el original de la referida acta de infracción, documento que obra en el Secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Agente de Tránsito demandada no aduce causal de improcedencia alguna y de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el penúltimo párrafo del único concepto de impugnación del escrito de demanda, aduce en esencia que el Agente de Tránsito  demandado carece de competencia y atribuciones para levantar el acta de infracción combatida, toda vez que su competencia se limita a las infracciones del Reglamento de Tránsito, sin que en el documento impugnado se plasme el numeral que lo faculte para levantar infracciones al Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, lo que le causa un perjuicio en su esfera jurídica. En tanto que, el Agente de Tránsito demandado en su contestación aduce en esencia que el concepto de impugnación debe ser declarado infundado, inoperante e insuficiente, en virtud de que en el acta de infracción combatida señala el precepto legal que se considera infringido, así como las circunstancia de tiempo, modo y lugar; que el acta de infracción impugnada, si contiene los siguientes elementos: a).- Preceptos legales aplicables; b).- Relato pormenorizado de los hechos temporales, espaciales y circunstanciales; y, c).- Argumentación lógica y jurídica que explica con claridad la razón por la cual los preceptos de Ley tienen aplicación al caso concreto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, el acto impugnado tiene la presunción de legalidad, la que se desvirtúa mediante argumentación jurídica expresada en la demanda, pues, realizando un análisis del acta de infracción número T-4077274, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2011, dos mil once, se advierte que la autoridad demandada no funda ni motiva su actuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esta tesitura, la competencia no se presume, sino que la autoridad demandada al levantar el acta de infracción, se encuentra constreñida a fundar en derecho su competencia; entendiéndose por esto, que tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso o el párrafo, que le concede la atribución para imponer la sanción impugnada. Sin embargo, es cierto que, el Agente de Tránsito demandado carece de competencia para levantar el acta de infracción, toda vez que, por una parte, el Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores, para el Municipio de León, Guanajuato, no establece ningún precepto que le conceda esa facultad, de este modo, el fundamento que expresa únicamente justifica las atribuciones para elaborar actas de infracción por presuntas infracciones al Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato; de ahí resulta que, la autoridad demandada no tiene facultades para levantar el acta de infracción que nos ocupa, en razón de que dentro del ámbito de la competencia no se encuentra la elaboración de actas de infracción en materia de emisiones producidas por los vehículos automotores y su verificación; por otra parte, omite expresar la existencia de algún Acuerdo Administrativo mediante el cual se le hayan delegado esas atribuciones, el cual es indispensable señalar, para que en su caso, el impetrante esté en condiciones de impugnar el acto, por ende, en la especie la ciudadana Juana Gabriela Jacobo Tovar, no está en aptitud de examinar si la situación de la autoridad demandada se encuentra dentro del ámbito de la competencia que le concede el Ordenamiento Legal que regula la materia de emisiones producidas por los vehículos automotores y su verificación, esto es, si la autoridad demandada tiene o no facultades para levantar el acta de infracción que nos ocupa. Al respecto, por analogía resulta ilustrativo el criterio sustentado en Jurisprudencia por contradicción de tesis, por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro siguiente: “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.” Jurisprudencia Materia(s): Administrativa; No. Registro: 188,432; Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XIV, Noviembre de 2001; Tesis: 2a./J. 57/2001; visible a Página: 31. Contradicción de tesis   94/2000-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. Tesis de jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, existe un acto administrativo que carece de un elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que carece de competencia la Agente de Tránsito demandada para elaborar el acta de infracción a debate, en consecuencia, en la especie se configura la causal de nulidad prevista en la fracción I del artículo 301, del mismo Código, por tal virtud el acto impugnado resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la justiciable, violándose en su perjuicio el citado artículo 137, fracción I y el artículo  4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por tanto, con fundamento en los artículos 300, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total del acta de  infracción  número T-4077274, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2011, dos mil once, por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, de este último Ordenamiento Legal, se condena a la autoridad demandada a que realice los trámites necesarios ante la Tesorería Municipal, para que al actor, se le haga la devolución de la Tarjeta de circulación retenida como garantía, lo anterior dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega de la misma al actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de agravio analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de las demás  argumentos esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  lo  expuesto  y  además  con  fundamento  en  los  artículos  206-A  párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 302 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . .  . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la infracción número         T-4077274, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2011, dos mil once, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice los trámites necesarios ante la Tesorería Municipal, para que al actor, se le haga la devolución de la tarjeta de circulación retenida como garantía, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega realizada al actor de la misma; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 11 DE ABRIL DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 091/2011-JN.
